
LA PRUEBA EN EL CONTROL JUDICIAL DE DECISIONES FINALES 
UNlVERSITARIAS 

1) INTROOUCCIÓJ\I: 

La Universidad ha sido de.sde sus orlgcncs en el mundo occidental un 
concepto dificíl de asimilar por los académicos., wut inslitución dificil de controlar por 
los gobiernos. un e.spacio dificil de acoger por los 1>ueblos. Ha sido, no obstante, hogar 
de h,1s acadl!1n1cos. fuente de prestigio y legitimación de los gobicrno.s y cauce natura.! 
del bienestar de los pueblos a todo Jo largo del mundo occide.n1al y desde la bruma 
medieval hasta nuestro vértigo posmoderno. Estas duaJidades. estas .. indcfin.iciones", 
alrededor del concepto y esencia de la Universidad sigrtifican una especial dinámica en 
la vida de estas mstituciones, tanto interna como de relación con la sociedad y e-1 Estado 
en que se inserten. Nlll}Ca la pr~eneia de una Universidad pasa desapercibida. 
Repárese. círcunscribiéndono.i. a los Hmites nacionales. en el singular proli.lgonismo que 
las juventudes estudtantUes (corazón. mo1or y fundamento, sin d\lda, de c.u.alqufo.r 
Universidad) han tenido en no1obles acontecimientos que jalonaron la historia patria. 

Semejante institución. orgullo de Papas y Empt-radores, Joya de Reyes 
y t,.aluane de incipientes burguesías urbanas. n-0 demoró en posicionarse hábilnlente en 
las sem¡>iterna'i pujas de poder del hem1sfeno reclamando para sf ciertos fueros. 
Obteniendo, en efecto. de modo paciente pero constante notables conquistas y 
protecciones. Indemnidades para si y para sus nuembros <1uc las situaban e.n un lugar 
especial de la organización social y politica del medioevo, pero sin perder su siempre 
cxorbitaute ubicac.ión en las épocas subsiguientes. A esta notable evolución se debe la 
rnu)1 temprana aparición de un concepto (o mejor. de sus antecedentes) de ribcles en 
extremo peculiares Li.l como el de aulonomia universitaria, 

El problema de la autonomia universita1'ia se lnsena claramente en el 
ambito del derecho administrntivo vernác.ulo (solo por practicar una delimitación 
imprescindible para acometer su estudio~ deltmitac.1ón que, dicho sea desde ya, no 
implica de.sconocer que el problema se presenta en buena parte del mundo occ1denta1) 
por la gravitación sm par que ha ejercido la Unh:e.rsidad Nac1onaJ en la historia de la 
política educativa argentina. Esa gn1,•itación y su inllereme vinculación al derecho 
administrativo. exige sustraer del pteseme estudio a la problemática alrededor de las 
universidades privadas cuya naturaleza debe ser objeto de análisis espedfico por 
sepRrado 51 se pretende observar las reglas del rigor cícn1ifico quc la irn;t1tuc.ión reclrumt 

De este modo, la Universidad Nacional ha u::mdo desde siempre una 
1ensa relación con el Estado. Es un curioso caso de dependencia económica e 
integración instituciol\al en combinación con una pretensión de autonomia funcional 
más o menos ejercitada según las Jegislac.iones y las épocas. Esa tensa rchtción ha 
tenido uno de sus puntos éalicnte,S (st es disculpada la imagen geológica) en la euestión 
del control y tev1sión de los actos adminis1rativos finales dictados pot la autoridad 
máxima de las Univcrsidade!i Nac-ionule.s., tradiclonalme.nte los Consejos Superiorc.s 

Como toda institución púbhca la Un,vers1dad NacionaJ tiene una 
cnom1c capacidad de causar perjuicio a los pankulares con lo.s que se relacione 

I Para una ln('}Or comprensión de los orígenes de la 11niver~idad <Uropca vrt Le Gofl'. Jw;,que~ "Los 
1nttlec1uales en La F..dad Media .. , Ed. EUDEBA. O.s. As .• i96S. T:11nbtét1 Tatnayo )' Salmaran, Rol:.\ndo 
··1.:.1 unwtrsi<bd epOpt)'3 medieval" , J ra. Edición: Universidad NU(:wnuJ A1.116nomn <lt: Me,oco~ MCx,co 
DF; 2005. 



cotidianamcn1e y. coino es lógico, esos particulares que se sientan perjudicados 
reclam:1rán (con JUS:ticia, a no dudarlo} ser protegidos por aJgUn poder más allá de los 
confines de la ·•República Umvcrsitaria" que se encuentre en condiciones de revisar si 
los órganos de la UmvcrsidOO lo han tratado con justicia o no. Cuál se..1. ese poder y 
cud.ndo y cómo proceda a esa rev1s1ón ha sido un tema oSéuro y oscilante a lo largo de Ja 
historia nacionaJ asi en la Jegislación, a'ii en la jurisprndencia, asl en la doctrina; y en 
cierta medida lo sigue siendo, _pasados 126 a1\os de la sanción de nuestro primera ley 
unive1"Sitatia. 

Aclualmen1e, la Ley de Educación Supe:nor 24.521, pretende dar 
respuesta o esos 1merrogantes med1tmte su escue.to artículo 32 y el ··recurso de 
apelación" por ante las Cámaras fcderale.s de Apelaciones que alli cstahlece. Lo cieno, 
no obstante. es que contrarfando el espíritu en exceso puntilloso)' reglamentarista que 
gobierna la citada ley. el articulo 32 deja gta1\des interrogantes (cuya extensión y 
complejidad deberían ser objeto de estucho más detallado por cuanto exceden el alcance 
de este artfoulo) que han sido resueltos por los operadores del derecho de las más 
di"ersas manerns, En pat1icular, el que da causa a este trabaJo, la cuestión de la 
posibilidad de que los particulares administrados puedan producir prueba ante las 
Cámaras Federales reacias. en general, a admitir tal pretensión 

11) LA Alff<)NO~ÓA UNIVERSITARIA COMO PROBLEMA JURÍDICO 

El estudio de cualquier aspeclo del control de las Umversidadcs 
Nacionales va a encontrar inexorablemente un problema en la cue.stión de la autonomlá 
unive.rsi1aria. l:s que el \'OcabJo autonomía refiere automáticamenu: a una idea de 
libertad, de autodctcrminación2 y el conuo1, la capacidad de revisión y revocación, 
refiere inmcdiatanu:nte al priilcipio opuesto, de jerarqula y sunüs1ón. De cualquier 
méntra, esa aparente contradicción ha sido resuelta por la doctrina administrativa 
IJ'adicional3 medLante el recurso al conc.epto de autarquía, de mayor rigor téc.1uco 
juridtco y menor carga emotiva poHtica. Asi las cosas~ se impone una reflexión sobre la 
autonomia universitaria justamente para verificar cómo la misma condiciona 1a potestad 
de conttol sobre los. actos defoutivos de Universidades Nacionales Condiciona.. dicho 
sea desde ya, sin proscribir la mcll(ionada porestad. 

La autonomía uni\lersitaria es un con<::cpto sumamente arduo de asir 
por la ciencia jurídica. Ello así toda vez. que no SC· lrata de un concepto creado en los 
.gtabinett-S técnico-jutídic~. sino por el c-0n1rario, es un instiluto cruwdo por füctorc~ 
políticos y ljgado fuerteme11te a sentimientos y pasiones de muy honda ra1grunbrc en lo 
conciencia colectiva de nuestra sociedad, Este no es un problcmu loe.al ni 
<:,on1emporáneo, la doble naturaleza jurldica y a la vez política de la autonomía 
1.mi\lersnaria la acompaiW desde su mismo nacimie.nto en el mundo occ,dentttl. 

Fue la tensión polilica (militar fina.hnente) cxisttnle entre el 
Emperador Federico l Hohenstaufen., "'Barbarroja", y el Papa Adriano IV por los 
territorios italianos: la que dto pie a la que se considéra la primera manifestación juridica 
de la autonomía w1iversitaria, la, "Constitutio Habita'' (o ""'Autentica Habita") dictada en 
1155 (o 1158) por uquel Emperador. Curiosamente. pata c.ompletar In anicdo1.a, la 

1 Qu1rnga l.a,,.iC, Hwnbcno ' ·b aut(l(l.()(Ola unfftrsitami": LL J<:1874 0. 72.t 
J Cll:1s11¡ne, Juan C, "Accr~ dd $Cnt1do )' :ilc:a,,ce de la autononda \ll\l\'e1; i1t11ia'·, ED 1244 870; 
t,.,hlricnhoff, Miguel S. ''l"ra.1:.ido de Der~cho AdmmJStr.itivo", Butnos Aires, 1970, T. I, p 372 y SS · • .:mreo 
mochos otros 



recientemcnu.: creada Umversidad de Boloma (beneficiaria de la especie de nuh)nomia 
que preveía 13 citada Constitutio) era digna de especial tratamiento y protección p0r la 
autoridad 1mpenal. Justamente por los estudios que alli se dcsarroJlaban: El derecho 
romano <:n el estudio de los llamados glosadores. Era precisamente ese derecho romano, 
rescatado por los glosadores de la Universidad de Bolonia. el fundamento j\1rid1co que 
ulimentaba las reivlndic-aciones del imperio sobre los territorios italianos bajo efectivo 
conrrol 1>011tifício4 

En nuestro medio, In autonomia de las universidades rnvo <1ue esperar 
hasta el a1lo 1947 para ingresar al ordenamiento joridico positiv() Decía el artículo Jó de 
la Ley 13.031 "Las universidades ue.ne.n a su cargo la ensei\anza en el grado superior. la 
rormac1ón de la juventud para la vida. para el cultivo de las ciencias y para el ejercicio 
de las proíesiones hberales, debiendo actuar con si:ntido social en la diít1sió1t de la 
cuhura para el prestigio y engrandecimiento de la Nación. Ct1cntan para ello con la 
aulonomia lécmca, docente y c,entUica que se les confiere. por la presente ley y con t i 
pleno eJerc1eio de su personalidad jurídica". No obstante ello. dice Juan ~món de 
Estrada, "su régimen adminlstrativo eta solo de aularquía e incluso ti rector lo 
nombraba el Poder Ejecutivo y también los profesores se designaban ad referendum del 
Poder Ejecuti\'o"S 

En similar sentido, Ja Ley 14 297 sancionada en 1953 dispuso en su 
artículo 5°: "Las universidades cue-ntan con autonomía docente y científica y gozan de 
la autarquia que en el orden administrativo les confiere la presi:nte ley''. Aquí la 
cuestíón de la autarquía se vue.lve declarada y la inJereneia del Poder Ejecutivo, aun en 
el desarrollo de la vida de las cátedras, ss palmaria. 

A su uempo el dec-reto 477/55 restableció la \'igencia de la Ley 1597 
(•"Ley Avellaoeda''); para a pocos meses d1c~arsc el decreto-ley 6403/SS que dtsponia 
exp,·esame.nte el descnvolv1mieoto de las Univcrsidade.s en el gobierno de sus asuntos 
con sujeción al régimen de autarquía. No aportáría mayor claridad la declaración. en los 
considcrundos de1 referido decreto-ley, que ·'el programa de recupcrnéión de la 
Universidad Argentina trazado por el Gobierno de la Revolució11 Libertadora está 
fundado en el principio de autonomia_ .... 6. 

En 1956 se dicta el decreto-ley JO. 775 que al decir de De Estrada "s,n 
duda aumenta las ambuciones de cada uJtiversidad, ya que st: dan sus propios cstatu1os, 
habiéndose calificado 131 régimen como de virtual autonomfa'7 , Complementario de 
este es e.l decreto 7361/57 que acuerda autarquia linanciern a las unive-rsidades 
nacionales. 

En medio de una fuerte tensión se dicta la ley 17 245 en el ílfio 1967, 
llamada Orgá.nica de las Universidades Nacionales que- en su al'ticulo Sº estabtooia: 
.. Para el cumplimiento de Jo establecido en los art1culos anteriores el Estado confiere, a 
las universidades autonomía académica y autarquía finnnt iera y administrativa." La 
realidad mostraba. desde la trágica noche del 29 de Julio de 1966. de qué mrutera en los 
hechos iba a funcionar la declamada autonomía. Consideraciones al margen., debemos a 
esta ley la novedad, prevista en su aniculo 11 7. de instaurar un recurso dirccco por anle 
las Cámaras federales de Apelaciones contra las decisioJte.s universitarios. 

4 i :tmil)'O >' Salmoran, Rolando -u \lnivets1dad epopeya mtditvil'\ 3ra. Edición: Umvt r$id00 Nacional 
Autóooma d-e M<:xico. Mé:oco DF; 2005: pá,g. 47 )' $S 
S ~ Escrada, Juan Ramón '"U:l universidades nacton:1les y el re.:urso de ab:ad..t' '. L.I .. 1986· E, 1018. 
6 Citado pm Dé Eslr!ld:l, Juan Ramón. op. c1t 
1 Ot Estrada, Juan Ramón. op c i1 1.a calificuc,óo de .. ,,,nual aulOoomia'' se atnbuye: aUI al dtctumcn d<i 
la P'tocurnción del TC$UIO 4e l:i Nac«Sn finnado por el Dr Ca!I06 M. Bidcpu, c:l S dt tnay~ de 1960, 
PTN, Oi~á.111e"ts 73:86. 



Restablecido el orden constitucional se dieta en 1974 la Ley 20.654 
que preveía un "régimen de a1.nonomfa acadtmica y docente y de aut.arquia 
admimsiratlYil, económica y financieta" (an. 3"). Sin perJuic10 de esa declaración. la ley 
defOgaba el recurso judiciaJ directo prcviSlO por su antecesora y ex1gia w1 recurso 
jerárquico ante el Poder Ejecutivo previo a la aperLuta de la vb judicfal (art. 10). 

La citada Ley í\,e rápidamente dcro¡;ada por las leyes 21 .276 y 21.533 
dictadas por el gobierno de fact<> que restablecían Ja pote-stad del Poder Ejecutivo ¡xu-a la 
designación y remoción de rectores; re.gimen es1e sujeto a idénticas consideraciones que 
las vertidas respecto de la lty 17.245. Este rCgimen es suplantado por él que estableció 
la ley 23 068. también del período dictatorial El Rf1ículo 5º establecía· "La,; 
Universidades Nacionales son personas juridicas de catácter ptlbhco que gozan de 
autoooruia académica y autarquía admimstra1iva económico y financiera. E$C c.atác1er 
no se entenderá como obstáculo para el ejercicio de las atribuciones y deberes que 
competen a 01tas autoridades nacionales o JocaJes". San embargo, la designación del 
Rector era competencia de1 Poder Ejecutivo Nacional y por su articulo 25 se impünírut 
fuertes limitacione-s a la posibtlidad de cuc·Stionar los 1>rocedimicntos de sdecc,ón de los 
profesores tanto en lo adn11nisuath•o como en una eventual via judicial que quedaba 
implícita.ine,ne prevista 

Con el rc:tomC> a la democracia, se dicta 1;1 Ley 23.068 que se concibe 
como una ley provisional, hasta tamo se produzca la defmit1va normalizac1ón del 
sistema y se dicte un.a ley de fondo sobte la educación superior L;~ citada Ley restablece 
los estatutos universitarios vigentes al 29 de junio de 1966, deJando en manos de Jo,s 
Consejos Superiores provisionales la ac1ualizac1ón de loo mentados estatutos. 

El dictado de. la ley de fondo a que hacia referem::iu el régimen 
provisional de 1984 llegó, reforma constilucionaJ medi311te, en 1995 con la actualmente 
vigente Ley 24.521 de Educación Superior que dedica a la autonomía de las 
Universidades Nac.ionnles el Capitulo II de su IV Título. sin perjuicio de otras normas 
contc.nidas en la Ley que con.figuran> al decit de la Procuración del Tesoro de la Nación, 
"la actual mayot independencia univetsiiaria"S. Por lo menos en cuanto hace a las 
magnitudes aqui tomadas en cuenta para ponderar la autonomia, ese avance es notable 
La extensión y alcance de este tral>aJO nos disuade de cotrat en consideración de 01ros 
aspectos de la L.ey que. han sido atacados jus1amc:n1e c.on base en la autonomía que la 
mfama dcchuna, 

Vale de.s.tacar el artkulo 29 que declara la "autonom[a académica e 
insutucional .. y realiza una enumeración de asp~tos en los que esa at1tonomia se 
manifiesta El miculo 30. por su parte, veda aJ Poder Ejecutivo intervenir las 
Univetsidades Nacional(.'S. salvo n:ce.so <lel Congreso: comptcmc.ntándosc con el 
aniculo 31 que proscribe a la fuerza p(1blicn el ingreso aJ ámbno de las Univetsidades 
salvo requerimiento expreso de autoridad unive.rsítaria 

El aniculo 32. objeto pr111cipal de este estudio. dice: "Contra las 
reso1ucmnes definitivas de las instituciones uni"ersitarias 11ac1onaJcs impugnadas con 
fundamento en la interpretación de las leyes de la Nación. los estatutos y demás normas 
internas. solo podrá interponerse rec-urso de apelación ante la Cámara Federal de 
Apelaciones con competenci'1 en el lug.at donde tiene .su sede principal la lnst.itueión 
univetsitana''. Se vuelve a.si id criteno del control Judicial por parte de las Cámara.~ 
federales de Apelación que rigiera durante la vigencia de la ley l 7.245, A1lalizaremos 
más add ante el akance de este instituto C-On mayor detenimiento. 

8 Dictamen 144/2004 del 27/412004 pubhcOOO t M MU'I de Lorc-nzutb, J;avier en .. Oe-11:eho 
Admmistrat,vo'', Lexi:s Ncxi:s. Aftó 16. 11to. 47-50 (2004), Us. As., p 1027 



Estos artículos configuran el núcleo del sistema de autonoinia 
prelend1do por la Ley de Educación Superior Ello asi sm perjuicio de otras 
m:111ifestacioncs que se encuentran dispersas en 01ros articulos no menos imponantcs 
como, por ejemplo, el articulo 34 que> si bien preve la pot~tad del rvtin1sterio de 
Educ~ción de. fonnular observaciones en cuanlo a la adecuación de los estalutos que se 
djc.ten las Universidades Nn<:1onnlcs a las normas de h1 Ley. ¡xme en cabeza de las 
Cámaras Federales la decisión final sob(e 1as mismas. 

De cslc- rápido recorrido por la <wolución legislativa alrededor del 
concepto de aulonornía umversitaria podemos observar que nunca se trálÓ de una 
au1ono1nla "a secas ... siempre que a.pareció en alguna ley universitaria el vocablo 
aulonomia inmediatamcn1c fue: acompa.l\ado por alguna calificación ("técnica. docente y 
científica», "autonomia académica y científica»; tlC ... ) . E1t generaJ . adcmá.\, ha sido de 
uso común por las citadas k ye--S el agregado de alguna referencia a la autarquia (ya sea 
•·;:i secas" o bien alterada por el aduamento .. administrotiva, económica y financiera" o 
s11nplemente .. económlcu. y financiera"). 

Entendemos que el \mico u.so no modal del vocablo auto1l0mia 
aplicado a las Universidades Nacionale.s se eneuentw en el texto de la Constitución 
Nacional reformada en l 994 Bien cierto es, por Olta pane, que acto seguido el 
constituyente agre-.ga .. )' autarquía··. 

La doctrina ha adoptado diversas posturas sobre el punto cuya n.-'Sctla 
en detalle excede los alcances de este trabajo pero que podemos siste1m1til.ár 
rudimemanamcnto en los siguientes grupos: 

Autonomia plena: fvlcdiante el c-0tejo de las disünws facultades 
atribuidas a los órganos de gestión y gobierno de. las Uruversidades con los poderes del 
Estado. en consideración a las limitat;iones que el ordenamiento impone a la influencia 
de los poderes ajenos a h1 Unive-rsidad y recurriendo a la doctrina Mglosa;ona de lns 
''agencias mdepe:ndientes'', se ha soste.mdo que gozan de una autonomia plena. En 
efecto se las ha calificnc.lo como: "un nuevo 1jpo de suJeto admll1istrauvo, con focultade-.s 
de ad.ministración activo y funciones cuasi lcgislativ:is y cuasi Judiciales totalmenle 
independiente del Poder Ejccut.i\'O, con características generales c~tableeidas en la 
propia Constitución que. el le.g1slador no puede ahenu9". Tan es asi que se ha sostenido 
que la autonomía universitaria ha sido incorporada por el Constituyente de 1994 como 
una nueva garan1ía eons1itucion.al que no solo protege a las Universidndcs Nac1onale..~ de 
la injerencia de.l Poder Ejecutivo sino también de. los exc~sos que pueda cometer el 
Congreso so pretexto de reglamen1ación de base 10. 

AulOllOlllfa como autarquía std gencris 11 Exis1cn autores que no 
encuentran que el sistema de potestades e inmunidades de que gozan las Universidades 
Nacio,iales en nuestro ordcnamienlO quede satisfactoriamente encuadrado dentro de los 

9 Berri, Migud ··1.a 4utonomf:n ,.mi,•crsitarin e.o la Cons:1in1ci6rt Nacional"~ LL, l 998-C, 1348 Cabe 
aclarar que. si bien el razonamiento puede resultar aventurado ;a pt"imua vista por el o.Jc~1ncc 
,e,·olu:~1,ario de su condus1ón-: no es mtnos ci(r10 que e1 ~njundioso estucho que .1llí se pr.mica sobre. el 
uso que hoce. mte:Strn Cons1ina,c16n Nacl0na1 del ,•ocablo "'autooomi:)'' llama a una mnyor reflexión ~ 
impide rechVltr liminannrotc esta ~lura. 
10 Gd Ooming~u:t, Andrés "La autonomia unwcrs11ari.1 con cail(e.13 resguardada"' , LL, 1996-0. 221, y 
con mayot cnrasis en ··Autooomfa. um'ltl'$it:ui.a; La ~vancscmcui conslun.1da". t.-1 .. , 1 997·C, 143. 
11 'í ornamos el tóf"-iéJ>lO de G3llegos Fcdnani. Pitblo ··La m.x,•:1 ley un.ivc:rs1taria y el renxrso de, alr..lda-, 
LL, 1996-B, 470. Se. mcluycn il,(¡u.i dis11n1t1s p05ic-ioocs ffl muchos pootos mt<:orn::,liab!~s entre si; pero 
que agrup¡amos Po• la particularidad de tener un oontept<> más amplio que el lttidic,onal. pero menos 
timplio que el .inlcn<:>rmcme Jesplegado. Un des.mullo m.S Jlfí>fulldo.l y extenso del fenómeno de ta 
autonomla univcrsitana. podri~ subsai~1 este victo pero desnatur.ihzMlii el objeto de. este tr.ibajo. 



límites conceptuales de la autarquia clásica del derecho administrativo, s.obre todo a la 
,,,sta del sistema es1ablec1do por la Ley 24.52112. Recorren parn elJo la relativízac1ón 
de los conceptos de autonomfo y autarqula que desarrolla Gordillo básic.amente en estos 
términos "Se sigue de ello que no hay una difcrcnciu esencial entre las llamadas 
autarquía y a11to11omia, sino que existina a lo sumo una diferencia de grado. de matiCC".s. 
que torna en consecuencia ociosa toda discusión acerca de la naturaleza auuirquica o 
autónoma de un ente determinado"l 3. liberados así de los corsés conceptuflles se 
pt:nnilen decir básicamente que las Universidades soo. desdt Juego, menos autónomas 
que las Provincias. pero más autónomas que las i:ntidades autá.rquicas tradic.1onaJe.s; 
especialmente intc::re.sados en sustraer a hlS Casas de Ahos Esntdios de-1 c-01urol de tulcla 
por parte del Poder EJecuúvo. Aquí se enrolaron., ames aún de reformada la 
Constitución Nacional y dictada la Ley 24.521, C-OflSt1tt1cionalistas de fuste como 
Germán Bidart Campos 14, Hwnberto Quiroga Lav1é l 5 y el cnorinc Carlos FaytJ6. 

A\llarquja con libertad de cátedra La doctrina tradicio!lal y 
mayoritaria, así como la JWispmdcncia de nuesua Cone Suprema 17, $0Stiene que el 
concepto "autonomía umvc.rsita.ria., es una fünnulac1ón política y no de técnicnjuridica., 
por ello cabe t1p~r11use del nomen Juris y considerar que Jas Umvcrsidacles Nacionales 
atento su indiscutible cumplimiento de func.ión administrativa son cn1.es autárquicos 18. 
Entes autá..rquicos especiales, creados por el Congreso y solo su;etos al control J)Qr parte 
del Poder Judicial 19 Ent.eS autárquicos muñidos de dos peculiaridades exorbitMtes: Por 
un lado, sus au1oridades son elegidas por el voto de sus nuembros sin intervención de 
autoridad superior: y por otra parte, detentan una indemnidad en aspectos docentes, 
científicos y s1milateS. Es lo que se llama l ibcna<l de cátedra. si1l<licado como elemento 
ineludible y esencial para la existencia misma de la Unjversidad como tal20. 

12 Covie-llo, Ptdro J. J .. RCgimenJuríd1co de las Uni\'emdades Nl)C.1onal~ El contenido de ha autonomi.:{I 
univcrsitiUUI y sus coristcue,,cias", en "Orpnizac:1ón ndministtall\18, función pill>hca )' dótt11nK> pilbhco .. 
&lit iones RAP ·Universidad ,\US-trnl-. lb As , 2005, p 563 
13 Gordillo. Agustín ''Tratado de Otrecho Admtm!Stmtiv(> .. , Ed Fundación de- Ocrocho AdminlStrativo, 
Sta Edición, Bs.As.. 1998. T. 1, p XlV-19 y s, 
14 Bidarl Ciltllpv:i:, Genn:\n J "La au1onomia uni\'Qs11a,i(l. )' la r.::visiOO de las dtc:1S1on.:S uni,1cJs11ana.s 
por el poder e,ccutivo", ED. 141,$13. Luego de la reform;t di! 1994 M duda ,m eallfe~r a 1:ts 
Uni,1ersid3des Nacionales como cntt'$ p\1bhc:os ''° e~alillts (""t,..tanual de la Con:11i1udón Refom1acb .... Ed. 
E<liar, 3ra. Reunpidi6n, Os. As., 2006, T. 11, p. 45 )' SS:) 
IS Quirosa Uwii, Humbc:rto "La autonomt3 univcrsitnna"; LL 1987-S, 124 Yr;i cmonccs el celebrad<> 
consLitudonalista se. (l(!elanc31)3 a conskkrar a l.is Unívenjd:ld~ Nacionales como ente$ públicos no 
t'Stat.ilcs 
16 Disidencia en él ca.'s() ''Un.ivcrs1d.:id Nacional de Ot.tenos Aires c. Estado N:.1(:ion:iJ (PEN) r.l 
inconstituc.ionahdOO de de<;JClO'. (F.D~ 142-582}, en especial sus c-0nsiderar1do.c; 6" )' r. 
l 7 ffa Tí:Corrido nuestro nti1s alto 1ribun.1:I ~1n c;'IOW".> lento pero constante h.1c1.'I un ttc<>1"10Cinucmo cada 
vez mi\s ~mpho de 1'1 autofü1ndn uni\'crsi1ana.. desde s,1s primeras a.paricioocs en Fa.llo:i 23$ 337 y 
23&·183 hlsta el coment.ido c.iso "Universidad Nacioml dc M.ir del Plal!l el Banco de. la Na,ctón 
Argenlfoa si d:'uiO$ y pc1jufoios .. , del 24 do abril de 2003 P:i.ra un prohjo rep;).$() do:, esos hitos 
Jurisprucknci..,le:i \'C-r Covitllo, Pedro J. J "RCg.1mcn Juridic<> d~ la¡¡ uni\·crsidadcs nacionales,, El 
cootenido de la autonomla um,·«s11:u~ y sus c<>1*c\11!ncia.s", t'R "Organ1?..tCión administrai:fra, func t6n 
pública y dominio publico" Bdic101,es RAP ·Unin·rs1d.'ld Austral•. Os As., 2005, p. 563. 
18 Oc Estrada. Juan R.,m6n "l,.as universidades n.,cionales y el tecur:.o de. al.1.ad.t ... Ll.. 1986,.E, 1018; 
Có1fea. José l.uis "Rt'c.wso de apcl~tón. Ley 24.52 1 (segunda parte)'". LL 199$,f, 306; Badcm. Gregorfo 
'"La aU1onomfa. umversitatia y d control JUrisdttc•OOlll", EO 209·339: Cassagnc, Jwtn C . .. Acerca del 
sentido y alean« de kt aut0nott1ia o.niver:.11.aria". S:D 124--870-, Casssgnc., Juan C. •·un caso de 
arb11r:in«b'td )' el oonttol de los actos ac.tmmisu:uivos por el poder Jl•d11;1al", EO 146-11 4: Canos;,., 
Armando N ... Un fallo esperado La autonomia univcrs1l;)tfa.", ED 142-576. 
IQ En 001ura. aún después de dici~a la Ley 24.52 1, Corn:11. Jo:;é t ul$ "'Rettlf-SO de apelación U)• 24.521 
(s,egunda parte)", LL 1991l-F, 30b 



111) LA REVISIÓN DE ACTOS UNIV ERS l'í'ARIOS DEFINITIVOS. 

Hemos visto cómo la autonomia universitaria y su ~!canee condicionan 
la capacid,1d de realizar u,1 control exógeno de la vida adminisrrativa de las 
Universidades Nacionales. Esos condicionam1emos planlea.n Ms,camente dos 
interrogante.s: 1) ¿Quién, en el c-0nde110 de instituciones de nuesuo sistema 
constitucional, está legitimado para realizar ese control externo?; y 2) <> Todas las 
mo.lcriás que pueda resolver la Universidad son susceptibles <le revisión? ¿Hasta qué 
punto? ¿,En relación á qué aspectos? 

La primera cuestión ha sido largamente debatida por la doctrina.. sobre 
tt.xlo desde el retorno a la democracia. Si bien hemos analizado, en los vaivenes 
legislativos. que la legitimación para el control fue pasando del Pode, Ejecuuvo al 
Judic1aJ y viceversa según la ley que se dictara, lo cierto c-..s que en todo el periodo 
anterior a 1983 las Universidades Nacionales estuviernn más tiempo íntervi.:nidas que 
ejerciendo su vida institucional libre111en1e. razón poi' la cual el estudio de-tallado de la 
nonnati\•a antecior al proceso de normalización .se tom~ aqui, cstCril 

Ocwn con el retomo a la democracia que el Poder Ejecutivo, mcdiantt! 
decreto 154/83, declara él restablecimiento de la autonomla unwersitaria y la puesta e.1\ 

vigor de los estatutos w\iversitarios vigentes 41( 29 de junio de 1966. Posteriorme.o1e. al 
promulgarse la Ley 23.068, se prevé un mecanismo de impugnación de las 
designaciones de profesores realizadas durante el gobierno de facto. Algunos afectados 
inte.ntan la vía del recurso de alzada poc ame el entonces M1niste.no de Educación y 
Justicia, fundándose en el articulo 94 del reglamento de procedunientos ádminisuativos 
establecido por dec.reto 1759172. Entre lanto. ante los primeros pronunciamientos 
ministeriales ad,1ersos. el Consejo Superior de la Universidad de But:nos Aíre-s elimina 
la posibil idad de interponer tal recurso y decide retener los expedientes sin elevarlos al 
M1msteno. hasta tanto el Presídente de la Nación resuelva en defínitiva la cuestión (cal 
Jo solicitado en nota que em1ia el Rector al MiniSlrO) Llegada al poder la nueva 
administmdón <lid.a él decreto l l l l/89 que revoca aquella decisión del ConseJO 
Superior y ordena la ele\•áción de los recursos pendientes. Es entonces que el Dr 
Schuberoff de.manci.a por la via procc:--sal del an!culo 322 CPCCN la nulidad del citado 
d~ reto. Rcchazt1.dá la pretensión en primera y segunda instancia, In Universidad de 
Buenos Aires interpone el recurso extraordinario que da lugar al resonado fullo 
"Universidad de Buenos Aires e/ Estado Nacional (PEN) si nulidad de decreto .. , 
rcsucho por nuestro más alto tribunal d 18 de Junio de 1991. 

Durante lodo este periodo de confhcto la doctrina se d1v1dió en dos 
posturas que fueron cndurccic:ndo sus posiciones y afilando e.recientemente la agudeza 
de sus plumas. Por un 1000. tos que sostenían que la llegada del nuevo orden 
democratfoo implicaba u1la acentuación de la tan declamada como postergada 
autonomía müve,sitaria, al punto que. la misma resuJtaba valladar infranqueable a la 
posibilidad de control por pane del Poder Ejecutivo. Ello asi toda vez que ~.sa 
posibilidad no estaba prevista en el ordenamiento pos1ttvo vi,gente al 29 de Jt1nio de 
1966, fechn a Ja cual se habia retrotraído el régimen universitario. )' siempre que el 
Poder Ejecutivo habia rechazado la pos1bihdad de ejercer e.se control mediante el 
dic.tado del decreto JO 755/5621. decisión qu~ luego vie1\e convalidada p0r la llamada 

20 ('rnrcla de Enterri11, Edu;a.rdo .. La autonomía uni\'cri;i1aria'', Re'i'ista de Adm1nUlr:létón Público. del 
Ct'mrode EStudios Poliucos y Cooi;li1ud0mles. Nro 117. p 8. 



ley 17.245/67. Esa ley, que preveia solo un r<...'Curso dir.:cto ante las cámaras federales 
sin dar lugar al recurso de alzada, se encontraba "igentc al 1110,nento de dictarse la 
llamada ley 19.549 que en su artículo 2° prevé la posibilidad de dictar un decreto 
delegado detennimmdo "cuáles se,'án los procedinucntos ~peciales actualmente 
a1>licables que continuarán vigentes··. Lo cieno es que el Pode.r Ejccuti\'o ni dtch.-r el 
decreto reglamemano 1759n2 modifica el procedimiento establecido '"por ley., 
17 245/67; p,·oceder que resulta a juicio de esta doctrina claramente inconstitucional22 
Por último) en l!Ste senudo. se ha puesto de manifiesto que si las universidades (aún 
considerándolas entes autárquicos) son creadas exclusivamente por el Congre.so puede 
el Congreso determinar s1 pondrá el eonttol sobre esos entes en manos del Poder 
EJecuuvo o no, pero que no cabt: presumir qt11:: lo hará en manos de éste sino 1odo lo 
contrario. Quedando. desde luego, siempre vigente el control de legalidad que no puede 
sus1raerse al Poder Judicial23. 

Por su pane> el otro sector de la doc1rina estaba conformado por los 
que sostcnian que el Presidente, jefe de la ad1mnisuación general por mandato 
constitucional. ostentaba la indelegable e irremmciable potestad de ejercer el control de 
1utela sobre las enodades autárquicas, incluyendo e11 esta categoría a las Universidades 
Nac1onales24. incluso se ha llegado a sostener, aún después de rcfonnada la 
Constitución y dictada la actual Ley de Educación Superior, que esa potestad de tutela 
no depende de la previsión legislativa por cuanto i,ueg.ra la llamada zona de reserva de 
la administración y que .• aunque la ley 2452 J haya esmblccido el remedio del recurso 
juchcial directo del aniculo 32, ello no obsta a que siga siempre en vigencia la 
posibilidad de an,cular el recurso de alzada ame el Poder Ejecu1ivo Nacional25. Esta 
segunda corriente de pensanuento fue la que prevaJeció en el más alto tnbunaJ al 
resol,•er el fal lo, con la notable disidencia del Dr Carlos Fayt, e.nrolado en el primero de 
los grupos. 

Sobre estos antecedentes se dicta la l ey 24.521 que viene a resolver la 
cueS1ión estableciendo como Umca26 via de revisión de los ac-lOS definitivos el mentado 
"recurso de apelación" ante las cámaras federales pre-\'iSto en su articulo 32. 

Saldado el 1nte.rrogame sobre el quiC.n puede proceder a la rev'ISlón; 
queda pendiente el tema del alcance· ¿Hasta qué punto puede el Pode.r Judicial revisar 
las decisiones que, en ejercicio de su autonomia, dicten los consejos superiores de la.5 
Uni,1ersidades Nac.ionales? Tangencial como c.s esta cuestión al cerna cenual de este 
trabajo. nos limitaremos a sei"iaJar que desde antiguo la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación ha resuelto el dilema planteando que las cuestiones relali\1as a la selección )' 

21 Frolliociard1, Burtolomé E "A~ooo,nitt univ~r!lil.31 ia consagrada por la innplicabllidOO d~I rcc,.iT$0 de 
alzad3", JA, 19&7-11, 599. 
2l Quirop Law:. Hwnberto ''La a-u1oootnia univcrsitnria .. ; LL 1987·0, 724 
23 Bidart Campos, Gemuln J Hla a.utonom1n umvcr,11..iria y lá ré\'1!1iót'I de fas d~isioncs univc.rsu,,rio.s 
p<>1 el podt::1 ejec.u1ivo ... EO. 142-573. 
24 De Esunda, Juan Ramón .. Las uni,·eis1dade$ n;)Ct0n:1tc:s y el recurso die al1.oda··. LL 1986-E, 10 1&: 
Cas-sagnc:, Juan C. •·AceJta del sen1ido y alcance dt la autonomla umvcrsttana··, EO 124-870. Cassag:ne. 
Just'I C "Un easo de arbitrark dad y el eontrol de los :,ctos :>tlministr.1ti\'o:I por d po,fo.t jud.iciol'', ED 146-
114: Cnnosa. Atmando N. ~un tallo esper.ldO, la au1onomlll umvcrsnnr1a··. EO 142-576 
2S Correa, JQSé t uis "Rccuf"lio de apelación. Ley 24.521 '', LL. t 997-f . 690 )' .segunda ¡xlrte en Ll, 1998· 
F, 306 
26 Cassanm, Luis ··oos mtercsatilt:$ f;illos de lil Córlé Supre.rna y un 1lL1CVO rumbo de. matert.il de 
umvt1$td!ldes n:lcioosle1 )' su status JuriJ1co ~ Y la disMknc1a de Fayt se h1:1;0 m.iyOt'fa , ?)", JA, 2004·1, 
58: CSJN "Poder E~utivo N.-.ciona.J el 1Jnivemdad de Buenos A1rcs (Resol 23 14195)". P. 300. A"X>.'1 
dcl 3014/1996; "Umvcr,idad N.>Cional de Mar del Ptata el Banco de la Nación ArgcnliM si d~ y 
perjuicios.'' U. 1 XXXV, del 24/412003; c.nlfe otros 



remoción del cuerpo docente, as! c.omo las medidas disciplinarias son, en principio. 
irrev1sable.s en sede judicial. salvo manifiesta arbitrariedad o 1legahdad27. Es decir. se 
trata de facultar al Poder .Tudic.,al para realizar un examen sobre el apego a las normas 
que hayan observado los procedfrniemos universirnrios mas no la posibilidad de 
inmiscuirse en el fondo de lo resuelto por los órganos. del gobierno de láS 
Universidades. 

fV) EL ·RECURSO DE APELACIÓN" DEL ART. 32 L.E.S. COMO VÍA DE 
CONTROL JUDICIAL 

El articulo 32 de la Ley 24.521 re-ta: "CQntra las resoluciones 
definitivas de las instituciones universitarias nacionales, impugnadas con fundwnento 
en la interpretación de lus leyes- de la Nación., los estatutos y demás nom1as unemas, 
sólo podrá in1erponerse recurso de. apelación ante la Cámara Fedeml de Apelaciones con 
competencia en el lugar donde tiene su sede principal la Ins1it\lción uni\•ersimna··. 
Advertimos entonces que él legislador, cediendo a una invc1cruda costumbre en nuestro 
ordcnrumcntó, ha decidido estructurar una vía judicial especifica para encauzar el 
control judiciaJ de los actos definitivos de las Universidades Nacionales, separándola 
del sis.tema "general" que. pretendió establecer la LNPA y su reglamentación Pero. 
también obedeciendo a esa misma costumbre. Juego de establecer una vin especifica 
omite desarrollar lodo aspecto procesal que pudiera regir la via creada. Se inserta este 
" rCll1rrso de ape)ación" en la creciente constelación de "recursos directos" creados por 
un sinnúmero de leyes28 para regJar cuestiones más o menos especificas. 

La ausencia de rcglmm:ntación (en este y e.n cualquier otro de los 
llamados "recursos directos") plomea diversos problemas qt1c no se encuentran resue.llos 
de modo pacifico aún y que adquieren singular rclc"ancia para el adinimstrado que 
intenta reco!'rer este camino en busca de justicia. 

Como pnmer dato podemos observar que el recurso procede "contra 
resoluciones defuutivas de las instlrucioncs universitatia,; nacionales". Entendemos por 
teso1uc1ones definitivas aquellas emanados de los Consejos Supcrior<:S.. en tamo 
máximo órgano estable de gobierno y control de las Un1vers1dades, que resuelvan el 
fondo de la cuestión de que se uate. Hasta aqui no habria mayor dificuJtad. Ocurre, sin 
e.rubatgo, que el legislador agrega el siguienle. aditamento: '·impugnadas con 
fundamento en la mterprctación de las leyes de. la Nación, los estatutos y demás normas 
lntema'i'). Se abren aquí dos interprctaciOne$ posibles. La primera diría ((ue, atento la 
naturnleza de rtcu.rso. solo en casQ de impugnarse con espcc:ilieo fundamento en la 
interpretación de las leyes se podria articular d re(urso. La pregunta que 
inmediatamente surge es: ¿T'l.1ede haber decisiones cuya impugnación no se fundam<.'nle 
en la normtitivn apl icablc'> Si, los que se funden en el sentido en que la Universidad ha 
resuelto, las que cuestionen los hechos o la oportunidad, mérito o conve1üenc1a de la 
decisión impugnada. Siguiendo esta linea argumental, podriamos sostener que si este 
tipo de cuestionan11entos cae fuera del ámbito del recurso del anículo 32 su cauce 
normal se.ria la acción contenciosoadministrativa CQmiln, incoada ante los juzgados 
federales de primera instancia. 

:1 Fn!IO$ 235 3·37~ 238:183, ''Legón. Femando A e; Umvc:~id:td J e- Butoos Aires si nulid.MI de 
re.solución' '. L. 4) XXJl, etitre muc-hos olros. 
28 G.31!c-gos Fednam. Pablo -R,::cw.so Jl.ldteial diteCU>" e-n "Cucsliones de Control de la Admmisuación 
Pilblil:a: Adrninis1111ti\'O, legisbuwo y jOOicllll", F.'d. RAP ·ÜmvtrSid3ad Austral·. Bs. As. 2010, p. 467. 



Este paree.e haber sido el ,aionamiemo seguido por la Cámara Federal 
de Apelaciones de Sulta en ~, (.'.3so ''Altobelh de Santh~:i. Clara Adela e/ Universidad 
Nacional de Salta si Laborar', en sentencia del 07 de agosto de 2007 En esa causa, la 
Sra. Altobclli de Sanchez demandó o la Universidad Nacional de SaJta solicitando al 
Juigado Federal de Salta N~ 2 la rcvoca<:ión de la resolución del Consejo SuJ)edor de 
dicha Casa que rechazaba el recurso adminismmvo interpuesto contra Je,. resoluc1ón del 
Rector que la declaraba oomprend,d• en el Régimen Jurídico Básico de la Fwi<:ión 
Pública como "plan1:l de personal de apoyo universitario", reclamando además la suma 
de $50.000 en có_ncepto de dai\o moraJ. El juez de grado, e.n interlocutoria del 9 de abril 
de 2007. hizo lugar a la excepción de incompetencia planteada por la Casa de Altos 
Estudios a f.wor de h1 Cá.mara Federal de Apelaciones de esa ciudad sosteniendo que la 
competencia de aquella Cámara "ha sido establecida por imperativo legal". A su tiempo 
la Cá.mara sostuvo que .. el art. 32 de la ley 24.521 prevé el recurso directo ame la 
Cámara Federal de Apelaciones, en contra de las resoluciooes definitivas de las 
instituciones universitarias nacionales, impugnadas con fündumento eo la interpretación 
de las leyes de la Nación. los estatut~).~ y demós normas internas. lo qoe. no acontece en 
el coso de autos, ya que, segün surge de la presentación de IS. 17/20, la actora reclama el 
dictado de una nueva resolución que le reconozca categoría de docente y el pago de la 
suma de SS0.000 en concepto de dai\o moral, sin que la impugnación de fa resolución 
emanada del Consejo Superior de la Uruversidad se funde en ninguno de los sopuestos 
previstos en la ley", Agrega la Cámara que "el recurso que nos ocupa fue coocebido por 
el Jegislatlor <."Ol'llO una hmitada. via rccxaminadora de puro derecho, sin permitir 
discusiont.11 o análisis de tipo fáctico". Concluye· "siendo el presente un conflicto 
laboral, en el que se pretende discutir la categoría en la que efectivamente ingresó a 
trabajar la actora para la. demandada, deberá ser resuelto por el juzgado dc primera 
insmncia .. 29. Es decir~ la Cámara ha conside-rado que el recurso del artículo 32 es una 
especie de casación, una suerte: de in.~tancia superior para c1 anáJisis de restnng1das 
cuestiones de interpretación del derecho vigente. 

No es generalizada esá intcrpretación30 y es merecedora de múltiples 
reparos desde la doctrina3 l y juri.spruderu:aa32. Comencemos pues por analizar la 
pretendida naturaleza ,ecurs,va de la vía del art. 32 Dice Tomás Hutchinson: ·'svelc 
de,nommarse recursos Judiciales directos a las pretensiones Judiciales de impugnación de 
la validez de los actos adminislrátivos que se anicuJan directa y g_encra.lme.nte e11 un 
proceso que tramita ante una sola lnstancia judiciaJ. con el objeto de obtene.r wta rápida 
revisión judicial de tales actos. conforme a una previsión nomlauva que Mi lo 
establezca''33. Al decir de Gordillo, "la interpretatión co1\Stm1cíonal es obvia: dado que 

29 La citCutlStanci.a de na encontrarse. publKacb 1;1 sc:mtncia en medios m~i\'0$ disculpará d abuso en ~ 
1r.m:,x;ripc1ón ele esil'.ls p:'trra!Os. 
30 Aunque lampo-.o t!i ilillloda CáJ11:11a Federal de Apcfacioncs de Mcodoz.:i. S~Jo 8, "Padres de alumnos 
de (0\tg.ios depend.Cme$ de In Uni\1e1sid.1d Nac. de Cuy<>". en in1erfOC1.'UJ(l11 del 3 de 1un10 de J997. LL-
1991-F, 690. 
31 Ver prua un m:'1:1 detalbdo es1ud 10 de los reparos que gcncr;i ~a pi)SIWá Vocos Cones.-i. Ju.in Milrtin 
- Los recursos directos anlt la ~111-ara Contencioso Adm1m.s1rauvo l'edcr;:il", U,, 2010-F, 8'21; uunbicn 
Stu¡xncngo. Ju;).n t\nt1>1,10 "¿Revrste c.ar.ic,es cooteDCioso el u:c-urso d1f'ttto conttn ac.1os odmm1str.1ti,•os 
jurisdiccionales?". EO Adminis11.itivo, l00S-219 
32 CNCAF, Sala V, "Oanzáfoz Ruiz., Gu1llermo y Otros el URA - Resol 4530105'". sentem:111 del 01 de 
junio de 2006. Se cita solil.menle esre pteccdente poc cwnto se rdíert e:ip«ifiCflmemc al .. ,eicurso- del 
.irtkulo 32 Esa Cá1narn hs dictado innum<:r.ibles :s~tern: ia:s decl:.ua1'® la naturalc:ai de a<:ción de ()tros 
muchos "recursos .. e:sl:ible,ctd0$ pi:,< d1vtrsss leyes. Así 1nmb1tn nll(lSIJO m:1$ alto ttibun31 desde anugoo 
h3 considerado acciones a recursos simil:ires al q1.1e , stam05 tstudiando. Ver ctiso ''/etónim<> Con1arcli'" 
(F•lloo 18):389) 
33 HutchÍru(lo, Tomás "Dettcho Prooc-saJ Adminisu-a1jvo ... Ed R.~1nzaf-Cub.on1, Snnta Fe. 2~. p 674 



la administración no ejtrce Jurisdicción., mal puede haber rccorso contra un acto suyo 
ante laJUStic,a: es siempre acción"34. 

Otro a.spfXlO que estimamos mconsistcntc de la linea a1gume.ntal que 
restrínge et aJcancc del ··recurso .. del art. 32 a cuestiones de inlerprelación es que no se 
explica qué ,,ía <1uedaría para ejercitar el comrol Judicial de lns cuestiones que no fueran 
propias de ese examen juridico de casación. Má;idme considemndo que ha sido conteste 
la jurisprudencia de nuestra Corte Suprcma3S y uJgunos tribun.ale~,; 1ofenorcs36 en 
considerar que cuando el legislador establece la vía especifica del anlcu1o 32 (y esto es 
aplicable a cualquier otrn 1ecurso directo que se quiera) es esa la única qué p11ede 
articularse contra los actos de que se tnlle, 

Pese a todos estos reparos, el arriculo 32 dtce lo que dice. Creemos que 
la re.ferenc1a a la "interpretación de las Jeycs'' debe entenderse no tanto CQmo limi1ación 
al elenco de actos impugnables (póSlura rayana en la deneg.ac,ón de justicia, dadas las 
c1rcuns1anc1a.s descnptas) sil\o mas bien., como una defensa a la au1onomia umvets1ta.ria 
que venga a apw\taJar el selfres1rainr que durante dC<.-ada5 ha venido elaborando la 
jurlsprudencia de nuestro más alto Tribunal en rflación al control judiciaJ de las 
Universidades Nacionales. Se. tratarla de un dispositivo puesto allí para rc.'<::Ordar a los 
jueces que se encuentran controlando wta entidad cuya autonomía está garanrizada por 
la Constitución NacionaJ y que en ese control no deben exceder los Jlmites del análisis 
de juridicidad de la decisión, sin pretender suplan1ar al órgano de gobierno umversitario. 
Enlendemos que esta interpretación permite garantizar ut1 co1ltrol Judicial suficiente 
resguardando la autonomía de las universidades nacionales, y además resulta 
compatible con la ubicación sistemática que el aniculo 32 tiene como último del 
Caplndo 2 del Titulo IV de la Ley de Educación Superior titulado "De la autonomia.. su 
alcnncc y sus garantia.s". 

Como puede apredarse, el discerninuento de la naturaleza y régimen 
aplicable a estos llamados recursos no es una cuestión bizantina~ toda vez que lir!ne 
impacto en aspectos rélevantes de.l efectivo control Jlldictal suficiente y la realida-d del 
acceso a la justicia. 

V) EL PROBLEMA OE: LA PRUEBA 

Llegados a este punto, cabe enfocar la atención en uno de. los 
problemas que el régimen de e~1os "'recursos" plantea a la hora de re.alizar e.l c-0ntro1 
judicial· ¿qué pasa si el par1icular pretende rendir, bajo el control de la Cámara, prueba 
de hechos que hagan a ~u d~recho'? 8.\ poi todos conocido que la estructura ,ra-d1cional 
de nuestro s1stcn11-1 judicial ha determinado que la produc.ció1\ de prueba y debate sea 
una cue.stión ventilada ante los juzgados de primera uutancia; de modo que, una w:z 
ce.rrada la cuestión de los hechos. corresponda eventualmente a las Cámaras de 
Apelaciones revisar cuestiones de derecho invocadas por las panes contra lo re.suelto 
por el juez. de grado. De esta tradición ha surgido la ,e1ici:nc1a 1r,veterada de los 
tribunales: de segunda instancia a recibir las causas a prueba, salvo raras ex<:epciones 

El gran problema que padece el patttcular que quiera transitar la via de 
estos .. recursos" directos es que deberá actuar ante un 1ribunal de segunda insian<:ia, 

34 Gordillo, Aguslín -rr;it.ido de Oc::rt(bo A(l1mni:stl'".\livo", T ll, &1 Fu1,d!ldón de Dcr«bo 
Admirns111111vo. Bs A!J , 1998, p Xlll·5l 
35 Ver fallos)' docuinaeitados en noui 26. 
36 CNACAF. Safa JI, " E1ienno1 Albeno E(tll!l(dO e/ UBA - Resol. 5168!01 si proceso de conoc1micn10" )' 
dcm:.\s Jumprudcnci.) c1100it tn el rocne1onado deciSOt'io 



pero e·n los hechos estará tramilando la ptimera instancia judicial de su caso. No hay que 
petdet de vista que se trata de su primer day in court Sobre este punto la doctrina es 
pacifica37. También lo es la jurisprude.ncia38 e.n cuanto hace a la declaración de la 
esencia de acción que tie.nen esos llamados "recursos": sin embargo no es infrecuente 
qui: los tribunales trate,, a estas declaradas acciones como si fueran los pretendidos 
recursos, restringiendo la apenura a prueba so pretexto de "evitar la ordínanzación del 
procc.so"39 

Debe tenerse en c~nta que, s1 bíen es cierto que el particular' ha 
producido segutatnente pniebas en las insmn,cias administrativas ,,ue tuvo que superar 
para acceder al recurso del articulo 32, no lo es menos que nada obligaba a ese 
panicular a producidas y controlarlas bajo el patrocinio de un letrado. ¿Hasta qué punto 
puede considerarse negligencia la omisión de producción de una pruc-bá o la omisión en 
su cuestionamiento en sede admin.ist:rativa?40 Soslenemos que en la apreciación de esto 
cue.stión mal harían los lribu.n.ales t.n aforrarse ciegamente a re.glas rigidas importadas de 
los récúrs<.>s judiciales propiamente dichos, interpuestos contra scnlcncias judiciales, 
dictadas en el marco de un proce.so judicial con todas las garanlias de la ley Como todo 
en el derecho, dependerá de las especiales circunstancias del caso. 

Nuc,·ameme aqui surge como un inconveniente el silencio <1ue el 
legislador ha guardado sobre cómo debe conceder.se el recurso, si libremente o en 
relación. tomando la ttrminologia de los rect,rsos judiciales. Creemos. por la obvia 
razón de estar ante una pnmera instancia judicial, que cuando la ley no d_ispone en 
c-0ntrario4 I debe considerarse concechdo libremente el recurso. Aún udmiliendo la 
distmción, y siguiendo 3 M:iiral, es incorrncto aplicar la regla de la residuahdad del 
recw·so en relación. toda vez que lo <1ue se ataea por estos "recursos .. son actos 
definitivos asimilables, Sl así se quiere, u las scntenc,as definitivas del articulo 243 
CPCCN42. 

En el análisis de las decis1ooes que sobre este aspecto han tomado las 
Cámaras se observa una g.raduaJ apertura e.n casos especifícos, pero dejando s,e-mpre 
substStente como regla ge1lera.l la inadmisibilidad de la actividad prolxnoría en esa 
instancia. Por ejemplo, cuando se cuestionan informes de cuerpos técnicos de la 
administración 1omados como pnieba en el expediente. administrntivo43: lu posibilidad 
para el administrado de " introducir tópicos no vc:nlilados en sede adminis1rauva. si los 

37 Hu1chin$(m, T0n1ás "'Dc1e<:h1) Pr()Cesal Ad1ninisua1ivo", Ed. RubUl:Zal-Culzom, Santit Fe. 2009. p.674, 
Gordillo, Agusun .. Tratado de Derecho Administra1ivo ... T. U. Ed Fu:r~ciOO (le ~recho Admuustrauvo, 
Os. M .. 1993. p. Xlll·S3: Vocos Cc>i~$:l.. Joon MonJn "Los recursos dilectos ante. la Cilmara Con1c.:m.:ioso 
Admin,str<1uvo Federal"', LL, 2010-F. 82t S1upene.~. Ju,"1n An.t(M'lio ''¿Rev1~ corác.tcr comcnctoso el 
,ccurso dire1;tO tontr:I actos )dmmistra1i,•os Juris(hccionaks?''. ED Adminisuati\'O. 2005-279: G~•lle¡ ó"S 
Fcdriani, Pablo .. Recurso Jodtc&lll duccto" ~ -Cuestiones de Conlt<>I de la ;\dminis.trlldón Pública: 
Admin1S1rnlt'vo, letisfativo y judicial". Ed. RAP ·Univtl'$idad Austral·, Bs. As .• 2010, p. 461': Cassa8!1e. 
Juan. C "l.a apertura o pruebo en los llamados rccwsos Judk1alC$ du~tos". U ,, 1997-0, 667. 
38 Vtr nous 3S y 36. 
39 Ver, además de- la Jurtsprudcnclll ya rdcridu en 1)()t.1s 29 y 30. CNACAF, Sala V, "'Transbrnsi1 Linhas 
Ae1e.1S el Dir Nac de Misr:tiCioncs -Dips. DNM H34/9T, del l914199: misma Sal.i .. Li1orlll Gas SA el 
Res. 28SIOO Erorps ... del 25/i 1/02 
40 Cr1ti!'rio al que 11.iigna gran trascmdcnci.t MairaJ. IICccoc A. "'C0n1r<>I judicial de la Adnu.ni:mac1ón 
Pítbhc:!", T. 11, EcL Dep.tlml, 0-s. As . 1984. p, 696 y S$. Aunque cabe rccon~, que es('rib<: p;BS.'lndo 
ctlSi e:<clusi\'1Ul\e-n1e l'tl H'C'ursos contra la ncuv1d.1d S(lflc1orotorill ,u11si-Jurisdicc1onal de los tribunales 
admims'lrntwos. 
41 Y, agregamos- sin deSll'follar debtd.imwte. la$ leyt:$ que disponen en co1Ur:ltt0 son flagrante.mente 
mcoosttlu<:11.m,il~ 
42 Miural, Héctor A . ''Comrol Judtd al de la Admin\Slr.lción Pública". T. n. Ed. Ocpatma., Bs. As .. 1984. 
p ?Ol y :is. 
43 CNACAI\ $.tlJ;,, fil, "'Tatelli, Né:i.lOI Rúdolfo el Prcfo<:tura NavilJ Arg. $1 Apel~1ón". del 0(,1(18/92. 



mismos revisten caráclcr reglado··«. la admisibilidad de la prueba de peritos coda vez 
~1ue la ,nisma debe someterse .. a la libre apreciación del TnbunaJ de acuerdo con las 
reglas de la sana crítica .. 45. En un caso en pa11icuhu que ha merecido ~I aplauso de 
C.assag.ne la Sala V de la Cámara NacionaJ de Apelacio!les en Jo 
Contencíosoodministmtivo Federa) directamente resolvió la ape11ura a prueba de la 
causa '·en atención a la ni:cesidad del rribunal de contar con los elementos de JUic10 que 
faciliten la d1luc1dac1ón de la cuestión sustancial que se d1scute"46. En su comentario el 
laure.ado adminis.trattvista ad..-·ierte sobré el peligro de pennitir que la admimstcación sea 
la. única que Juzgue sobre ta admisibilidad de la prueba y celebra la posición dél fallo, 
no solo por las apw1wdas necesidades del tribunal, .. sino. también. para g.arantlzar los 
derechos de los pamculare.s afectados~. 

V) CONCLUSlÓ 

Hemos analizado hasta qué punto la dilucidación del ale.anee de 1:, 
·~utonomla universitaria" condiciona el régimen de co!ltrol de los actos definitivos de 
Universidades Nacionales. Sl bien debe tenerse en cuenta e.se condicionamiento, mal 
¡>0dfia pretenderse que bajo la bandera de esa autonomia se intente sustrut:r a las 
Universidades Nacionales del conirol judicial que debe ejercc.rse sobre sus aclOs en el 
marco del estado de derecho 

Memos seilalado cual es el sistema elegido por el legislador para 
canalizar ese control Judicial )' apuntado las deficiencias que exhibe su regulación y los 
problemas q11e plantea. Hemos analizado somcnuncnle el fu.ncionamie.nto y los bemoles 
del .. recurso de apelación" previsto por d artícuJo 32 de la Ley de Educación Superior. 

Conc1uímos que, siendo el artículo 32 la única via de revisión de los 
ac[os definitivos universitarios, deberían las Cámara~ Federa.les apartarse del 
comportanticoto que les resulta habitual e.11 tanto tnbunales re,·1sorcs de segunda 
instancia. ílexibil izando los procedimientos en punto a otorgar al panicular las garaotías 
que le eonesponde-n e11 esa que 1l0 es otra cosa que su primera inst.ancia judicial. 
Es-pe<:1almtnle en todo cuanto hace a la producción de las pruebas en que pce-tenda 
sustentar su derecho. De otro modo. se le brindact1 e.l acceso a una justicia que no está 
dispuesta a escucharlo 

Puede ser cierto que esta temida "ordinari:r.ac,ón del proceso" resulte 
1.:n menoscabo de la celí::ridad en la resolución de las 1mpugnac1oncs, moth•o 
pres1mtame,ue le11ido en mente por el legislador para el establecimiento del .. recurso'·~ 
No me,101 cierto rt'$uha e,np,cro que la g:1rantin constitucionnJ de defenso en juicio no 
puede verse afectada por prelendidas razones de celeridad, se trata de una eleme!ltaJ 
cuestión de jcrarquia nonnativa El sis1i:ma juddico será capaz, seguramente, de 
encontrar un ade<:uado cauee a las pretensiones que resulten de manifiesta urgencia 

Rafotl Cl:ark, agosto de 2011 .· 

44 CNACAF, Sala 1, ''Ernprcsa Oisuiburdora Sur S. A. (Edesur SA.) el K.:::wl. 1034/97- ENRE· 
279111922/30S6/96 -31,7132761»67197". MI ISI04/03 
45 CNACAF, Sahl V, "Gas Natural San S. A. e/ Entt:; Nac. R.:3u)ád()I' d<:!I Gas" del 03/03199, LL, 1999· 0 , 
3al. 
-46 CNACAF, Sala V, "Banco Reg1on.il d(I Noctc A1gc:ntul0 el &n«:> Ccrurnl de la Rtpúbhc::i 
M t enlil'la''• t J,, 1997-D. 661, coi, Jl()(a " LD ap«tura n prueba en lo:1 llam.1dóii 1c:cu1:IOii judid::iles 
d1rc:ct0$" d~ foan C Criii$:18,ne, 


